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Crisis de natalidad en Chile 
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a crisis de baja natalidad se ha con- 
I vertido en un fenómeno crítico pa- 

ra el país. Chile tiene la Tasa Global 

de Fecundidad (TGF) —promedio de hi- 
jos por mujer al finalizar su edad fértil— 
más baja de América Latina, y dentro de 
las más bajas del mundo. Según la última 
cifra oficial del INE, la TGF para Chile es 

de 1,17, cifra muy por debajo de la tasa de 
reemplazo de 2,1. Esto tiene como conse- 
cuencia que la pirámide poblacional se 
comienza a invertir, y el índice de depen- 
dencia demográfica —grado de depen- 
dencia de las personas en edad no pro- 
ductiva con respecto a los productivos— 
eventualmente aumentará. Esto plantea 

serios desafíos para nuestro desarrollo 
económico y social. 

¿Por qué las mujeres y hombres chile- 
nos están teniendo menos hijos? La evi- 
dencia ha mostrado que la disminución 

en la fecundidad es una tendencia en paí- 

ses desarrollados, entre Otras razones, por 
la masificación de la educación y mayor 
participación de las mujeres en el merca- 

    

do laboral, por la expansión en el uso de 
métodos anticonceptivos, pero también 

por cambios en preferencias; las mujeres 
jóvenes priorizan cada vez más mayor 
autonomía y realización personal. 

Empíricamente, los datos para Chile 

  

corroboran algunas de estas hipótesi 
patrón etario de las mujeres que están te- 

niendo hijos muestra 
que han disminuido de 
manera importante los 

embarazos adolescentes, 
y ha aumentado el pro- 
medio de edad a las que 
las chilenas están tenien- 
do su primer hijo. Un he- 
cho revelador es que esta 
caída en la natalidad no 

responde sólo a prefe- 
rencias de las mujeres. Recientes datos 
muestran un incremento significativo en 

el número de vasectomías en el país (768 
en 2013 a 7.580 en 2023, según Minsal). 

Otro aspecto a tener en cuenta es que 
uno de cada 5 niños que nacen hoy en 
Chile son de madres extranjeras. En este 

contexto, la migración representa un do- 

ble beneficio para la crisis demográfica de 
Chile: por un lado, los hombres y mujeres 
extranjeros contribuyen significativa- 
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mente ala fuerza laboral, y por otro, ayu- 
dan a mitigar la baja natalidad del país. 

Si la baja de natalidad responde a 
variaciones en las preferencias de hom- 

bres y mujeres, al alto costo económico 

y no económico que implica tener hijos 
hoy en Chile, o a una combinación de 
ambas, son materias que deben seguir 

investigándose; pero los 
datos señalan que es ur- 

a gente comenzar la dis- 

cusión sobre políticas 
obre públicas orientadas a 

incentivar la materni- 

a dad, facilitar la concilia- 

ción de la vida laboral y 

familiar de los padres, 
reducir las barreras eco- 

nómicas que dificultan 
la decisión de tener hijos, y mitigar las 
consecuencias del envejecimiento de la 
población. 

La crisis de natalidad no es solo un 

desafío demográfico, sino una oportu- 
nidad para repensar las prioridades co- 
mo sociedad. Garantizar el bienestar de 

las futuras generaciones dependerá de 
la capacidad de Chile para abordar este 
problema con soluciones innovadoras y 
sostenibles. 

   

  

  

Identificar a los beneficiarios finales 

Benjamín García 1] 

Director ejecutivo Espacio Público 
  

a creación de un registro de benefi- 

I ciarios finales (RBE) ha sido impulsa- 
da en Chile por más de una década. 

Su objetivo es establecer la obligación de 
identificar las personas naturales que, en 
último término, son dueñas o controlan las 
empresas y organizaciones.La experiencia 
comparada muestra que estos registros son 

claves en la lucha contra el lavado de acti- 
vos y financiamiento del terrorismo, el cri- 

men organizado y la evasión tributaria. Asi- 
mismo, fortalecen la confianza en los mer- 

cados y empresas, y promueven la libre 
competencia. 

En Chile se ha realizado un trabajo t 
nico importante para impulsar la creación 
de un RBF. Como parte del Cuarto Plan Na- 

ción de Acción de Gobierno Abierto, se 

creó una mesa intersectorial coordinada 
por la Unidad de Análisis Financiero y con 
participación de organismos públicos y so- 
ciedad civil, que hizo propuestas para la 
implementación de un RBF. Asimismo, el 

Ejecutivo solicitó a la OCDE un informe 

    

con recomendaciones para avanzar en la 
materia, el que fue publicado en 2021. 

En el ámbito legislativo, la reciente 
reforma a la ley de compras públicas 
obliga a los proveedores del Estado a 
transparentar sus beneficiarios; aunque 
es un avance importante, sigue circuns- 
crita a un ámbito acotado. Por otra parte, 
el gobierno ha ingresado dos proyectos 
de ley que buscan crear 

  

ceso al registro los organismos públicos 
(el público general sólo podría acceder a 
información de entidades que reciban 

fondos o sean contratadas por el Estado, 

o reciban donaciones sujetas a benefi- 
cios tributarios), entre otros asuntos. 

Aunque el proyecto es perfectible, es 
un buen punto de partida para la discu- 
sión. Lamentablemente, y a pesar de es- 

tar incluido en el fast 

  

un RBF: el primero sein- “Si los políticos track del pacto fiscal, no 
cluyó enla propuesta in están tan hatenido avances y sigue 

cial de reforma tributa- ala espera del análisis de 
ría, rechazada en marzo PYeOCupados dela ¡a comisión de Hacienda 
de 2023; el segundo fue Seguridad pública del Senado. 
ingresado a fines de di- y la corrupción, es En un contexto de 
cho año, luego de que la de esperar que den — “reciente preocupación 
Coral » Jaraquemada prioridad a esta por el crimen organiza- 

iyera la creación de Pr do y los mercados ilega- 
un RBF dentro de sus re- Miciativa”. les, la implementación 
comendaciones. 

El nuevo proyecto incorpora mu- 
chos de los comentarios que se hicieron 
al primero: crea un RBF administrado 
por el SII (con un Consejo Consultivo) 
que contaría con información de benefi- 
ciarios finales de personas jurídicas con 
o sin fines de lucro, y de otras entidades, 
como fondos de inversión; tendrían ac- 

  

de un RBF es funda- 
mental. Este cuenta con apoyo de orga 
nismos internacionales, sociedad civil y 
de parte relevante del mundo privado. 
Silos actores políticos están tan preocu- 

pados de la seguridad pública y la co- 
rrupción como constantemente nos lo 

hacen saber, es de esperar que den prio- 
ridad a esta iniciativa. 
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El dilema de las 
compensaciones por 
servicios básicos 

a reforma de la Ley del Consumidor 
L de 2018, que buscó establecer 

compensaciones automáticas para 
los consumidores afectados por la sus- 
pensión de servicios básicos, ha generado 
más incertidumbre que certeza. Aunque la 
intención era simplificar y uniformar las 
compensaciones, la aplicación parcial del 
mecanismo según el texto definitivo y la 
falta de una regulación transversal clara 
en materia de daños colectivos ha causa- 
do desigualdades y un aumento de litigios, 
lo que ha afectado tanto a las empresas 
como alos consumidores. 
El sistema actual sólo aplica la compensa- 
ción automática del valor promedio de 10 
días de la cuenta anterior por cada día de 
corte a ciertos servicios, como el agua 
potable, pero no a otros como electricidad 

o telecomunicaciones, regulados secto- 
rialmente, lo que genera disparidad entre 
las soluciones a los consumidores. Ade- 
más, la Ley del Consumidor, al reconocer 
otros daños a los anteriores, incluyendo 
los morales y punitivos, ha propiciado una 
mayor litigiosidad, especialmente con los 
juicios colectivos, que alargan los proce- 
sos y aumentan los costos legales. 
Esta falta de previsibilidad están afectando 
tanto alos inversionistas, que enfrentan 
riesgos de indemnizaciones y litigación 
mayores a lo anticipado, como a los con- 
sumidores, quienes podrían ver aumentos 
en las tarifas para cubrir los costos legales 
derivados de esta incertidumbre. Un fallo 
reciente que ordenó en primera instancia 
la indemnización de $50,000, sólo por 
concepto de daño moral, a cada uno de 
cerca de 200 mil consumidores afectados 
por un corte no programado, es un claro 
ejemplo de la falta de certeza del sistema 
actual que permite discutir — al menos 
dos tipos de daños. 
En el marco de la ley denominada “Semac 
Te Protege” resulta urgente revisar la 
legislación vigente, especialmente en lo que 
respecta a la uniformidad de las compen- 
saciones automáticas dispuesta por las 
distintas legislaciones sectoriales, la clari- 
dad en los procedimientos y la certeza en 
los resultados de las acciones sobre estas 
indemnizaciones. Si no, se corre el riesgo 
de generar más incertidumbre legal y 
mayores costos, tanto a las empresas 
'como a los consumidores. La clave está en 
encontrar un balance que proteja los dere- 
chos de los consumidores y garantice 
certezas mínimas en los mercados más 
sensibles, asegurando compensaciones 
rápidas, uniformes y predecibles.
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